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OPINIÓN JURÍDICA DEL DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL SOBRE EL VALOR DE LAS RESOLUCIONES EMANADAS DE LA ASAMBLEA GENERAL Y DE LOS DOCUMENTOS EMANADOS DE LAS CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

OPINIÓN JURÍDICA DEL DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL SOBRE EL VALOR DE LAS RESOLUCIONES EMANADAS DE LA ASAMBLEA GENERAL Y DE LOS DOCUMENTOS EMANADOS DE LAS CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

Con fecha 23 de febrero de 2010, el Presidente del Grupo de Trabajo encargado de Elaborar un Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia remitió una carta al Departamento de Derecho Internacional en referencia a una solicitud elevada durante la sesión del Grupo de Trabajo realizada con fecha 22 de febrero con relación a la elaboración de una opinión jurídica que “proporcione una ponderación técnica sobre el valor de las resoluciones emanadas de las Cumbres de las Américas y la Asamblea General de los últimos años que se han referido al proceso de negociación del proyecto de Convención” antes referido, y que “a la vez han fijado los mandatos del Grupo de Trabajo”.

El Departamento de Derecho Internacional entiende que la pregunta está referida de manera general al valor jurídico que como instrumentos internacionales tienen tanto las resoluciones de la Asamblea General de la OEA así como los documentos emanados de las Cumbres que son básicamente declaraciones y planes de acción (no así resoluciones), y no al contenido de los mismos, en tanto que la interpretación del alcance de los mandatos específicos contenidos en dichos instrumentos son de competencia de los Órganos e instancias que los aprobaron, y no de ninguna dependencia de la Secretaría General, incluido el propio Departamento de Derecho Internacional.

Con relación a las Cumbres de Jefes de Estado y de Gobierno y los documentos que de ellas emanan (declaraciones y planes de acción), si bien debemos tener en cuenta que dichas reuniones no constituyen Órganos de la Organización tal como los establecidos en el artículo 53 de la Carta de la OEA, y además están dirigidos a un universo mayor de entidades del sistema interamericano además de la propia Organización, tienen por la jerarquía de quienes participan un peso político fundamental para la actividad de las instituciones del sistema interamericano. Por ello se ha sostenido que los compromisos y mandatos políticos que emanan  de las Cumbres se convierten en compromisos y mandatos jurídicos dentro de la Organización cuando la propia Asamblea General los hace suyos a través de la aprobación de la resolución respectiva. Por ello, cuando en la última Cumbre realizada en Puerto España en 2009, el párrafo 85 de la Declaración establece el compromiso de los Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno de continuar “realizando esfuerzos para concluir las negociaciones sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, dicho párrafo encuentra su correspondencia en el párrafo 1 de la resolución AG/RES.2606 antes mencionada, mediante el cual la Asamblea General, con las mismas palabras, reafirma “la voluntad y el decidido compromiso de los Estados miembros para continuar realizando esfuerzos para concluir las negociaciones sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”.

En el estado actual de la evolución del derecho de las Organizaciones Internacionales se reconoce la existencia de órganos capacitados para dictar reglamentaciones generales, casi siempre con efectos internos en ellas. Así, sus tratados constitutivos contemplan la posibilidad de que algunos órganos por ellos creados puedan reglamentar la actuación de otros órganos dentro de la estructura más general. De manera implícita o explícita, todas las organizaciones internacionales reciben los poderes de decisión necesarios para alcanzar los objetivos fijados por su carta constitutiva y garantizar la continuidad de su funcionamiento. Según estos autores, el derecho de adoptar actos obligatorios es extendido y más firme cuando se trata de asegurar el buen funcionamiento de la organización, de asegurar su buen funcionamiento interno y la eficacia de sus procedimientos, en las hipótesis en que se busca una participación efectiva de la organización en las relaciones internacionales. Gracias a estas reglamentaciones se pueden cumplir con los propósitos y objetivos de la organización, si bien no constituyen decisiones externas de las que se deriven obligaciones jurídicamente exigibles a los Estados miembros.

La Asamblea General, de acuerdo al artículo 53 de la Carta de la OEA, es un Órgano de la Organización, y además, de acuerdo al artículo 54 de dicho instrumento, es el Órgano supremo de la misma. La Asamblea General expresa sus decisiones a través de resoluciones. La práctica ha sido considerar las resoluciones de el Asamblea General como la expresión de una decisión de tipo político que no generan por sí solos responsabilidad internacional para los Estados miembros. Así por ejemplo, cuando se exhorta a los Estados miembros a considerar la ratificación o adhesión a determinados tratados internacionales.

Sin embargo, existen diversos tipos de resoluciones y éstas consisten en una recomendación, en una invitación o en una exhortación de seguir una conducta determinada y los destinatarios son muy diversos. Hay resoluciones dirigidas a los propios Estados miembros, en cuyo caso se aplica la afirmación anterior, es decir, que no son jurídicamente vinculantes, pero otras están dirigidas a otros órganos, organismos y entidades de la Organización, incluidas áreas diversas de la Secretaría General, e incluso a otras organizaciones internacionales.

Aquellas resoluciones que están dirigidas a áreas específicas de la Secretaría General sí deben considerarse como mandatos que deben ser cumplidos, en atención a la jerarquía que tiene la Asamblea General como Órgano supremo de la OEA. Así por ejemplo cuando mediante resolución AG/RES.2590 (XL-O/10), se insta a la Secretaría General a que, a través del Departamento de Derecho Internacional, siga realizando talleres sobre temas de interés en materia de derecho internacional. Este es un mandato que dicho Departamento debe atender necesariamente.

Lo mismo ocurre cuando el mandato de la resolución está dirigido a otro Órgano de la Organización en razón, como ya expresamos, de la naturaleza de Órgano supremo de la Asamblea General y en virtud del artículo 54 a y b de la Carta de la OEA que establece como una de las funciones de dicho Órgano el determinar la estructura y funciones de los Órganos de la Organización y el dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los Órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí. Este es el caso de la resolución AG/RES.2606 (XL-O/10) mediante la cual se encarga al Grupo de Trabajo que continúe las negociaciones sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, tomando en cuenta una serie de elementos contenidos en la propia resolución. Este es un mandato del cual el Grupo de Trabajo tendrá que responder siguiendo los canales apropiados (Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y posteriormente Consejo Permanente) ante la Asamblea General, y el mismo sólo puede ser modificado por dicho Órgano, es decir, la propia Asamblea General. Esto es válido con relación a todas las resoluciones de la Asamblea General, por lo tanto, este Departamento entiende que la pregunta sobre “las resoluciones de la Asamblea General de los últimos años” queda absuelta con la explicación anterior. 
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